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1. Introducción
La inteligencia artificial ha dejado de ser exclusivamente una cuestión tecnológica para adquirir importantes implicaciones jurídicas, sociales, económicas y políticas. Su carácter transfronterizo limita la eficacia de las regulaciones exclusivamente nacionales, pues estos sistemas pueden desarrollarse, entrenarse, comercializarse y utilizarse en distintas jurisdicciones. Roberts et al. (2024) advierten que su gobernanza internacional continúa enfrentando fragmentación normativa, vacíos regulatorios y dificultades para alcanzar acuerdos comunes.
En los últimos años han surgido diversos instrumentos, como la Recomendación de UNESCO, los principios de la OCDE, el Reglamento de Inteligencia Artificial de la Unión Europea y el Convenio Marco del Consejo de Europa. Sin embargo, presentan diferencias en cuanto a naturaleza jurídica, alcance y mecanismos de cumplimiento, mientras persisten riesgos para derechos como la privacidad, igualdad, no discriminación y libertad de expresión (UNESCO, 2021).
En este contexto, el problema jurídico no consiste únicamente en determinar si la inteligencia artificial debe regularse, sino en establecer cómo construir una gobernanza internacional que permita responder a sus riesgos y superar la fragmentación normativa. Por ello, la investigación plantea: ¿cuáles son los principales obstáculos jurídicos para construir un marco internacional común de regulación de la inteligencia artificial y qué elementos podrían permitir superar la actual fragmentación normativa?
Se plantea como hipótesis que los principales obstáculos se relacionan con la fragmentación normativa, soberanía y jurisdicción estatal, protección de derechos humanos, responsabilidad y desigualdades tecnológicas y económicas. Frente a ello, resulta más viable avanzar hacia estándares internacionales mínimos e interoperables que intentar establecer, inmediatamente, una regulación uniforme y exhaustiva.
1.1. justificación de la investigación
El estudio de la toma automatizada de decisiones resulta necesario ante la creciente incorporación de sistemas de inteligencia artificial en procesos que anteriormente dependían principalmente de la intervención humana. Esta transformación exige revisar la aplicación de garantías jurídicas como la igualdad, privacidad, debido proceso, responsabilidad y tutela efectiva frente a contextos algorítmicos.
Uno de los principales riesgos corresponde a la discriminación algorítmica, pues los sistemas pueden reproducir o intensificar desigualdades existentes. Krupiy y Scheinin (2023) advierten que las obligaciones internacionales de no discriminación también pueden resultar aplicables frente a procesos de decisión basados en inteligencia artificial, particularmente respecto de personas con discapacidad. Adams-Prassl et al. (2023), por su parte, señalan que determinados sistemas pueden generar formas de discriminación directa.
Asimismo, la investigación resulta relevante por las dificultades relacionadas con la transparencia, revisión y responsabilidad. Cuando una decisión automatizada afecta derechos, la persona debe poder conocer sus fundamentos, cuestionarla y acceder a mecanismos efectivos de revisión. UNESCO vincula estas garantías con la transparencia, la rendición de cuentas y la supervisión humana, evitando que la complejidad tecnológica genere espacios de irresponsabilidad jurídica (UNESCO, 2022).
En consecuencia, estudiar la toma automatizada de decisiones desde el Derecho Internacional de los Derechos Humanos permite determinar qué garantías deben preservarse y cómo deben aplicarse cuando la inteligencia artificial interviene en decisiones capaces de afectar los derechos, oportunidades o condiciones de vida de las personas.
1.2. marco teórico
1.2.1. Inteligencia artificial y toma automatizada de decisiones. 
La inteligencia artificial comprende diversas tecnologías capaces de procesar información, identificar patrones, realizar predicciones, generar contenidos o intervenir en procesos de decisión. Debido a su constante evolución, no existe una definición técnica única y permanente; por ello, UNESCO adopta una aproximación amplia que permita mantener vigente su tratamiento jurídico (UNESCO, 2022).
Desde una perspectiva jurídica, resulta más relevante determinar qué efectos produce el sistema y qué grado de intervención tiene en una decisión que afecta a una persona. La toma automatizada de decisiones comprende aquellos procedimientos en los que un sistema procesa datos y genera un resultado que determina o contribuye significativamente a una decisión individual.
Esta distinción resulta fundamental, pues no presentan las mismas implicaciones los sistemas que únicamente proporcionan recomendaciones y aquellos cuyos resultados producen directamente efectos jurídicos o consecuencias relevantes. El artículo 22 del Reglamento General de Protección de Datos de la Unión Europea reconoce esta diferencia y establece garantías frente a determinadas decisiones basadas exclusivamente en tratamientos automatizados (Unión Europea, 2016).
En consecuencia, el análisis jurídico debe atender principalmente al impacto de la decisión, el grado de autonomía del sistema y la posibilidad efectiva de intervención humana. El riesgo no depende únicamente de la tecnología empleada, sino también de su finalidad, contexto, datos utilizados y consecuencias.
Esta perspectiva se refleja en el Reglamento (UE) 2024/1689, que adopta un enfoque basado en riesgos y establece obligaciones específicas para determinados sistemas considerados de alto riesgo (Unión Europea, 2024). De este modo, la regulación diferencia los usos de la inteligencia artificial según su potencial de afectación de los derechos fundamentales, en lugar de someter todas sus aplicaciones a un mismo nivel de exigencia.
1.2.2. Derechos humanos frente a decisiones algorítmicas. 
El desarrollo tecnológico no modifica la titularidad de los derechos humanos. Una persona conserva sus derechos independientemente de que una decisión que le afecte sea adoptada por una autoridad, una empresa o mediante un sistema automatizado. La Declaración Universal de Derechos Humanos reconoce la igualdad en dignidad y derechos, la protección contra la discriminación, el derecho a un recurso efectivo y a una audiencia justa (Naciones Unidas, 1948).
En consecuencia, la incorporación de inteligencia artificial no puede reducir el estándar de protección jurídica aplicable. La tecnología constituye un instrumento para desarrollar determinadas actuaciones, pero no sustituye la responsabilidad jurídica de los actores que intervienen en su utilización.
La Recomendación de UNESCO adopta un enfoque basado en derechos humanos y vincula el uso de la inteligencia artificial con principios de proporcionalidad, privacidad, responsabilidad, transparencia, explicabilidad, supervisión humana y no discriminación (UNESCO, 2022). Desde esta perspectiva, la legitimidad de una decisión no depende de que haya sido generada mediante un procedimiento automatizado, sino de su finalidad, fundamento jurídico, proporcionalidad, igualdad de trato, garantías procesales y posibilidad de revisión.
1.2.3. Debido proceso, transparencia y posibilidad de impugnación. 
Uno de los principales desafíos jurídicos de la toma automatizada de decisiones se relaciona con la garantía del debido proceso. Los artículos 8 y 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos reconocen, respectivamente, el derecho a un recurso efectivo y a una audiencia justa e imparcial para la determinación de derechos y obligaciones (Naciones Unidas, 1948).
Aunque estas garantías no fueron concebidas específicamente para sistemas algorítmicos, mantienen plena relevancia cuando una decisión automatizada afecta los derechos de una persona. En estos casos, debe existir la posibilidad real de conocer, cuestionar y revisar la decisión.
La dificultad aumenta cuando el resultado depende de modelos cuya lógica resulta compleja o poco comprensible. Por ello, la transparencia no debe limitarse a explicar técnicamente el funcionamiento del algoritmo, sino permitir que la persona comprenda las razones fundamentales de la decisión y pueda ejercer sus derechos. UNESCO vincula la transparencia y la explicabilidad con la protección de los derechos humanos y con la posibilidad efectiva de impugnar decisiones basadas en IA (UNESCO, 2022).
Asimismo, la revisión humana constituye una garantía relevante. El artículo 22 del Reglamento General de Protección de Datos de la Unión Europea reconoce, en determinados supuestos, el derecho a obtener intervención humana, expresar el propio punto de vista y contestar la decisión automatizada (Unión Europea, 2016).
En consecuencia, la supervisión humana debe ser real y efectiva, no una simple validación posterior: quien revise la decisión debe tener capacidad para analizarla, apartarse del resultado algorítmico cuando corresponda y ofrecer una motivación suficiente.

1.2.4. Igualdad y riesgo de discriminación algorítmica
La discriminación algorítmica constituye uno de los principales retos jurídicos de la toma automatizada de decisiones, debido a que un sistema puede generar diferencias de trato sin que exista una instrucción explícita para discriminar. Esto puede ocurrir cuando los algoritmos utilizan datos históricos que reproducen desigualdades, variables que funcionan como aproximaciones de características protegidas o categorías que no reflejan adecuadamente la diversidad humana.
Adams-Prassl et al. (2023) señalan que los sistemas algorítmicos pueden producir incluso formas de discriminación directa, por lo que el análisis jurídico no debe limitarse a considerar únicamente supuestos de discriminación indirecta. Desde el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, Krupiy y Scheinin (2023) destacan la necesidad de que la prohibición de discriminación también responda a las nuevas formas de desigualdad producidas mediante sistemas digitales e inteligencia artificial.
Asimismo, UNESCO incorpora la equidad y la no discriminación entre los principios fundamentales para el desarrollo y utilización de la IA, recomendando mecanismos de evaluación y control destinados a prevenir efectos discriminatorios (UNESCO, 2022).
En consecuencia, el análisis jurídico debe considerar no solo si existió una intención de discriminar, sino también qué efectos produce el sistema, sobre quiénes recaen y si las diferencias de trato pueden justificarse jurídicamente.
1.2.5. Privacidad y protección de datos personales
La toma automatizada de decisiones se encuentra estrechamente vinculada con el tratamiento de datos personales, debido a la capacidad de los sistemas de inteligencia artificial para procesar grandes volúmenes de información, elaborar perfiles y generar predicciones o clasificaciones sobre las personas.
El artículo 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos protege a las personas frente a injerencias arbitrarias en su vida privada y reconoce su derecho a la protección legal frente a estas (Naciones Unidas, 1948). En esta misma línea, el Reglamento General de Protección de Datos de la Unión Europea establece garantías frente a determinadas decisiones basadas exclusivamente en tratamientos automatizados y contempla la necesidad de prevenir efectos discriminatorios derivados del perfilamiento (Unión Europea, 2016).
La privacidad, por tanto, no se limita a impedir el acceso indebido a información personal, sino que también comprende cierto control sobre la forma en que las personas son perfiladas, clasificadas y evaluadas mediante sistemas automatizados. UNESCO señala, además, que la privacidad y la protección de datos deben garantizarse durante todo el ciclo de vida de los sistemas de IA (UNESCO, 2022).
En consecuencia, la protección de datos y la regulación de la inteligencia artificial convergen en una cuestión fundamental: garantizar el control jurídico sobre el uso de información personal cuando esta es utilizada para adoptar decisiones que pueden afectar significativamente los derechos de las personas.
2. Objetivos
2.1. objetivo general
Analizar los retos jurídicos que plantea la utilización de sistemas de inteligencia artificial en la toma automatizada de decisiones que pueden afectar derechos humanos, a partir de los estándares desarrollados por el Derecho Internacional, con el propósito de determinar las garantías jurídicas necesarias para asegurar decisiones legítimas, no discriminatorias, transparentes y susceptibles de revisión efectiva.
2.2. objetivos específicos
Examinar los estándares internacionales y regionales aplicables a la protección de los derechos humanos frente al uso de sistemas automatizados de toma de decisiones.
Identificar los principales riesgos jurídicos asociados con la utilización de inteligencia artificial en decisiones que puedan producir efectos significativos sobre las personas, particularmente en materia de igualdad, no discriminación, privacidad y debido proceso.
Analizar las exigencias de transparencia, explicabilidad, supervisión humana y responsabilidad como garantías necesarias para el control jurídico de las decisiones automatizadas.
Determinar los principales vacíos y dificultades que presenta el marco jurídico internacional frente a la atribución de responsabilidad y la posibilidad efectiva de impugnar decisiones producidas o condicionadas por sistemas de inteligencia artificial.
Proponer criterios jurídicos orientados a fortalecer la protección de los derechos humanos frente a la toma automatizada de decisiones, considerando la necesidad de equilibrar el desarrollo tecnológico con las garantías de dignidad, igualdad y tutela efectiva.Determinar los elementos que podrían constituir una base común para la construcción progresiva de un marco internacional interoperable de regulación de la inteligencia artificial.
3. Metodología
3.1. tipo y enfoque de investigación
La investigación es de tipo jurídico-documental, debido a que se fundamenta en la revisión, interpretación y análisis de fuentes normativas y doctrinales relacionadas con la inteligencia artificial, la toma automatizada de decisiones y la protección de los derechos humanos. Su finalidad es determinar, desde una perspectiva jurídica, cuáles son las garantías exigibles cuando el uso de sistemas de inteligencia artificial interviene en decisiones susceptibles de producir efectos sobre las personas.
El estudio adopta un enfoque cualitativo, puesto que no busca cuantificar el fenómeno ni establecer relaciones estadísticas, sino interpretar el contenido de las normas, principios y estándares jurídicos aplicables. Este enfoque permite examinar el alcance de las garantías reconocidas por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y valorar su capacidad para responder a los desafíos derivados de la toma automatizada de decisiones.
3.2. unidad de análisis y muestra
La unidad de análisis está constituida por las normas, instrumentos internacionales, disposiciones regionales y fuentes doctrinales directamente relacionadas con la protección de los derechos humanos frente a la toma automatizada de decisiones mediante inteligencia artificial.
3.3. técnicas e instrumentos de recolección de datos
Debido a la naturaleza jurídico-documental de la investigación, la técnica de recolección de información empleada fue el análisis documental, aplicado a la revisión sistemática de fuentes jurídicas y académicas relacionadas con la inteligencia artificial y la toma automatizada de decisiones.
La recopilación de información se realizó mediante la identificación, selección y revisión de instrumentos internacionales de derechos humanos, normativa regional, documentos institucionales y literatura científica especializada. Las fuentes fueron seleccionadas atendiendo a su pertinencia respecto del problema de investigación, su autoridad jurídica o académica y su relación directa con las garantías aplicables a las personas afectadas por decisiones automatizadas.
Como instrumento de recolección se utilizó una ficha de análisis documental, destinada a registrar y organizar la información relevante de cada fuente. Esta permitió sistematizar aspectos como la identificación del documento, fecha de emisión, organismo o autor, disposiciones jurídicas relevantes, derechos involucrados, garantías reconocidas y principales aportes para el análisis de la toma automatizada de decisiones.
La información recopilada mediante estas fichas fue posteriormente organizada de acuerdo con las categorías de análisis establecidas en la investigación, lo que permitió realizar el contraste entre las diferentes fuentes y sustentar los resultados obtenidos.
3.4. método de análisis de datos
Para el análisis de la información recopilada se empleó el método de análisis jurídico cualitativo, orientado a interpretar el contenido de las fuentes normativas y doctrinales seleccionadas y establecer su relación con el problema de investigación.
En una primera etapa, la información fue clasificada y sistematizada de acuerdo con las categorías jurídicas definidas para el estudio, principalmente derechos humanos, igualdad y no discriminación, privacidad, debido proceso, transparencia, supervisión humana, responsabilidad y mecanismos de impugnación.
Posteriormente, se realizó un análisis comparativo de las fuentes, con el propósito de identificar coincidencias, diferencias y vacíos en los estándares aplicables a la toma automatizada de decisiones. Este procedimiento permitió contrastar las disposiciones contenidas en los instrumentos internacionales y regionales con los planteamientos desarrollados por la doctrina especializada.
Finalmente, se efectuó una interpretación jurídica integral de los hallazgos, relacionando las distintas categorías de análisis con los objetivos planteados en la investigación. A partir de este proceso se determinaron los principales retos que enfrenta la protección de los derechos humanos ante decisiones automatizadas y se establecieron los elementos jurídicos que pueden contribuir a garantizar su transparencia, control, revisión y compatibilidad con los derechos fundamentales.
El análisis no se orientó a obtener resultados estadísticos, sino a identificar patrones normativos, convergencias jurídicas y áreas de insuficiencia o tensión dentro del marco regulatorio estudiado, que posteriormente serán desarrollados en los apartados de resultados y discusión.
4. resultados
El análisis jurídico-documental y comparativo permitió identificar cinco hallazgos principales sobre la utilización de inteligencia artificial en la toma automatizada de decisiones. Estos evidencian que el reto jurídico no consiste en incorporar tecnologías, sino en garantizar que su utilización permanezca sometida a las obligaciones de protección de los derechos humanos.
En primer lugar, se identificó una convergencia de estándares jurídicos respecto de la protección de los derechos humanos frente a decisiones automatizadas. Aunque los instrumentos presentan niveles de obligatoriedad y alcance, existe una tendencia a exigir respeto por la dignidad humana, igualdad, privacidad, transparencia y supervisión humana. La UNESCO sitúa los derechos humanos en el centro de la utilización de la IA, mientras que el Convenio Marco del Consejo de Europa vincula su regulación con los derechos humanos, la democracia y el Estado de Derecho.
En segundo lugar, se determinó que la automatización puede generar riesgos de discriminación. Los sistemas pueden reproducir desigualdades en los datos o generar diferencias de trato derivadas de su funcionamiento. Por ello, el análisis jurídico debe considerar no solo la existencia de una intención discriminatoria, sino también los efectos producidos sobre grupos y su justificación jurídica.
En tercer lugar, se estableció que la transparencia es necesaria, pero no suficiente, para legitimar una decisión automatizada. Informar que se utilizó inteligencia artificial no garantiza que la persona pueda comprender o cuestionar el resultado. La transparencia jurídicamente efectiva requiere información suficiente sobre las razones relevantes de la decisión y condiciones que permitan su revisión. En este sentido, UNESCO reconoce la importancia de la transparencia y explicabilidad, mientras que el artículo 22 del Reglamento General de Protección de Datos contempla, en determinados supuestos, garantías como la intervención humana y la posibilidad de contestar la decisión.
En cuarto lugar, la investigación evidenció que la supervisión humana y la atribución de responsabilidad son indispensables para evitar espacios de irresponsabilidad. La utilización de IA no puede trasladar la responsabilidad a la tecnología. Esta debe determinarse atendiendo a las funciones efectivamente desempeñadas por los distintos actores que intervienen en el desarrollo, implementación y utilización del sistema, así como a sus obligaciones de prevención, supervisión y reparación.
Finalmente, se identificó la necesidad de garantizar recursos efectivos frente a decisiones automatizadas que puedan afectar derechos. La protección no puede limitarse al derecho a recibir información, sino que debe comprender la posibilidad de conocer la utilización del sistema, comprender las razones de la decisión, formular objeciones, obtener revisión humana y acceder, cuando corresponda, a mecanismos de reparación.
En conjunto, los resultados permiten sostener que el principal reto jurídico no consiste en determinar si la inteligencia artificial puede participar en procesos de decisión, sino bajo qué condiciones dicha participación puede considerarse jurídicamente legítima. La automatización no elimina las obligaciones existentes en materia de derechos humanos, pero exige reforzar las garantías que permitan comprender, controlar, revisar e impugnar las decisiones que afecten a las personas.
5. discusión
Los resultados evidencian que el principal problema jurídico de la toma automatizada de decisiones no es la ausencia de regulación, sino la aplicación efectiva de las garantías existentes frente a contextos algorítmicos. Derechos como la igualdad, privacidad, debido proceso y tutela efectiva continúan siendo aplicables, aunque requieren mecanismos que permitan ejercerlos frente a decisiones cuya lógica puede resultar difícil de comprender.
Esta conclusión coincide con Abrusci y Mackenzie-Gray Scott (2023), quienes cuestionan la necesidad de crear un nuevo derecho autónomo frente a las decisiones automatizadas. Sin embargo, la suficiencia de los derechos existentes depende de que exista transparencia jurídicamente útil, supervisión humana y posibilidad real de revisión e impugnación. La transparencia, por tanto, no exige revelar necesariamente todo el funcionamiento técnico del algoritmo, sino proporcionar información suficiente para comprender y cuestionar la decisión.
Asimismo, los riesgos de discriminación algorítmica y dificultades de atribución de responsabilidad demuestran que la neutralidad tecnológica no puede presumirse. Como señalan Adams-Prassl et al. (2023) y Krupiy y Scheinin (2023), el control jurídico debe atender tanto a los efectos producidos como a las obligaciones de quienes desarrollan, implementan o utilizan estos sistemas. La eficiencia tecnológica tampoco puede justificar una disminución de las garantías de derechos humanos.
En consecuencia, la investigación sostiene que la respuesta más adecuada no consiste en prohibir la toma automatizada de decisiones ni en crear necesariamente un régimen completamente nuevo, sino en establecer condiciones de legitimidad jurídica: protección de derechos, supervisión humana efectiva, transparencia, prevención de la discriminación, responsabilidad y recursos efectivos. En definitiva, debe diferenciarse entre automatizar una decisión y automatizar la responsabilidad: lo primero puede ser admisible en determinados contextos; lo segundo resulta incompatible con una protección efectiva de los derechos humanos.
6. conclusiones 
La investigación permitió determinar que la utilización de inteligencia artificial en la toma automatizada de decisiones plantea importantes desafíos para la protección internacional de los derechos humanos, especialmente cuando dichas decisiones producen efectos relevantes sobre las personas.
Los estándares jurídicos analizados evidencian que principios como la igualdad, no discriminación, privacidad, debido proceso, transparencia y responsabilidad continúan siendo aplicables frente a sistemas automatizados. Sin embargo, su aplicación requiere garantías específicas que permitan adaptar su protección a las particularidades de estos sistemas.
Se concluye que la automatización no puede implicar la desaparición de la responsabilidad jurídica. Las decisiones que involucren inteligencia artificial deben permanecer sujetas a supervisión humana, mecanismos de explicación, revisión y posibilidad efectiva de impugnación, especialmente cuando puedan afectar derechos fundamentales.
Finalmente, no resulta indispensable crear un régimen completamente separado del sistema tradicional de derechos humanos. El principal desafío consiste en fortalecer y hacer efectivas las garantías jurídicas existentes, de manera que la incorporación de inteligencia artificial en los procesos decisorios sea compatible con la dignidad humana, la igualdad y el acceso a una tutela efectiva.
7. recomendaciones 
A partir de los resultados y conclusiones obtenidos, se formulan las siguientes recomendaciones: 
1. Frente al hallazgo de la existencia de estándares jurídicos convergentes, se recomienda fortalecer la incorporación de los principios internacionales de derechos humanos en las normas y políticas nacionales que regulen el uso de sistemas de inteligencia artificial en procesos de toma de decisiones.
2. Frente al hallazgo de los riesgos de discriminación algorítmica, se recomienda implementar evaluaciones periódicas de impacto sobre igualdad y no discriminación, especialmente antes y durante el uso de sistemas que puedan producir efectos significativos sobre las personas.
3. Frente al hallazgo de que la transparencia formal resulta insuficiente, se recomienda garantizar mecanismos de información y explicabilidad que permitan a las personas afectadas conocer las razones fundamentales de una decisión automatizada y ejercer adecuadamente sus derechos.
4. Frente al hallazgo relativo a la responsabilidad y supervisión humana, se recomienda establecer claramente las obligaciones de los actores que desarrollan, implementan y utilizan sistemas de inteligencia artificial, asegurando que la automatización no impida determinar responsabilidades jurídicas.
5. Frente al hallazgo sobre las dificultades para impugnar decisiones automatizadas, se recomienda garantizar mecanismos accesibles y efectivos de revisión, intervención humana y reclamación, especialmente cuando las decisiones produzcan efectos jurídicos o consecuencias relevantes sobre las personas.
6. Frente al hallazgo de la necesidad de una respuesta jurídica articulada, se recomienda promover la cooperación internacional para desarrollar estándares comunes de protección de derechos humanos frente a la toma automatizada de decisiones, procurando que la innovación tecnológica avance de manera compatible con la dignidad humana y el Estado de Derecho.
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